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VISACION SENADOR(A) REPRESENTANTE COMITÉ
MINUTA SOBRE PROYECTO DE LEY QUE MODERNIZA Y FORTALECE EL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA DEL SERVICIO NACIONAL DE PESCA. BOLETÍN Nº 10.482-21.

__________________________________________

                                       I. CARÁCTER DUAL DEL PROYECTO DE LEY.
Este PL tiene dos macro contenidos perfectamente distinguibles:

El Primero, modifica la Ley del SERNAPESCA con tres finalidades específicas:

1) Asignación para el fortalecimiento de la función pública en materia de pesca y de acuicultura y viático de faena. Artículos 1° al 6°

2) Incremento de dotación del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura. Artículo 7º
3) Modificaciones en materia de funciones del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura  para mejorar sus labores en materia de inocuidad alimentaria que facilite los procesos exportadores. Artículo 8º
Todos pertinentes y adecuados. Por aprobar, incluida la disposición transitoria 1° y 2°.
El Segundo, modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura  y la Ley N° 20.393 que establece la responsabilidad penal de las personas jurídicas en los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y delitos de cohecho que indica, en consonancia con las primeras.

Artículo 9 del PL y sus 23 numerales; artículo final y disposiciones transitorias 3° y 4°.

Este segundo macro contenido incluye las siguientes materias:

1) Nuevas obligaciones para los agentes de la actividad pesquera

2) Nuevas infracciones y delitos
Cuyo contenido en general merece reparos. En principio, por rechazar en su totalidad en virtud de las razones que a continuación se exponen.
                                     II. FALTA DE INTEGRALIDAD DE LA LEGISLACIÓN DE PESCA:
No parece adecuado introducir nuevas obligaciones, que derivan en nuevas infracciones, delitos, multas y penas privativas de libertad a los llamados “agentes pesqueros” sin haber resuelto antes los temas más esenciales que afectan en Chile la actividad pesquera, y que todos conocemos:

Antes de ampliar las obligaciones, sanciones y penas, es necesario redefinir las reglas del juego y garantizar un justo equilibrio entre los “agentes INDUSTRIALES” y los “agentes ARTESANALES”.

En este sentido el El Honorable Senador señor De Urresti manifestó su inquietud  en cuanto a que éste PL no incorporase dentro del esquema de las sanciones administrativas aplicables, la caducidad de las licencias de pesca, porque ese es el único castigo administrativo verdaderamente disuasivo para las grandes empresas pesqueras.
La Subdirectora Jurídica de Sernapesca, señora Fuentes, explicó que la caducidad está directamente vinculada al acceso a la actividad pesquera -tanto para el sector industrial como para el artesanal-, y ese es un ámbito donde hay problemas importantes con la regulación vigente que requieren un estudio pormenorizado. Explicó que por ello se optó por no tocar ese tema en este proyecto, que en este ámbito sólo atañe a la pesca ilegal.

El Honorable Senador señor De Urresti planteó que no compartía ese criterio. En primer término, subrayó  que es de público conocimiento que la ley de pesca vigente, que ordenó el sistema actual de concesiones, tuvo una tramitación legislativa muy cuestionada, y este proyecto abre una posibilidad de introducir algunas rectificaciones en este punto, a lo menos desde la vertiente penal. Puntualizó que este asunto no puede quedar sin discusión bajo el pretexto de que un futuro e hipotético proyecto se regulará este tema.( Segundo informe Comisión de Constitución)
Explicó que “las grandes empresas pesqueras pueden afrontar una persecución penal individualizando la responsabilidad en uno de sus gerentes, y pueden absorber patrimonialmente la multa pecuniaria que se les imponga, sin que lo anterior redunde en un incentivo para cambiar su comportamiento. Insistió que una cosa muy distinta es quedar sujeto a la posibilidad de que la sanción aplicable sea la caducidad de la licencia de pesca, pues ello implica el riesgo cierto de ser expulsados de la industria, lo que evidentemente es un elemento disuasivo efectivo”.

La Subdirectora Jurídica de Sernapesca, señora Fuentes, observó que una sanción del tipo que se plantea podría afectar tanto a pescadores artesanales como a los industriales, y podría acarrear consecuencias no previstas.

                 III. FALTA DE SISTEMATICIDAD DEL ESTATUTO DE RESPONSABILIDAD.
Aún obviando la tan necesaria reforma integral de la Legislación de Pesca, si atendiésemos sólo al Estatuto de Responsabilidad aplicables a los “agentes pesqueros”, no se puede obviar que actualmente rige no constituye un régimen ordenado, equilibrado ni sistemático. Ello no permite, de modo razonable, aprobar un nuevo Proyecto de Ley que agrega más obligaciones, infracciones, delitos, sanciones y penas, sin previa revisión del existente y sin organizar y armonizar como un todo congruente el régimen completo. Sólo a modo de ejemplo, diremos que las normas vigentes contemplan figuras infraccionales y penales que sancionan más levemente conductas más graves que las contenidas en este PL.

IV. INCUMPLIMIENTO DE LOS ESTÁNDARES INTERNACIONALES FIJADOS POR LA FAO AL CONSTRUIR EL CONCEPTO BASE DE ESTE NUEVO RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD:  

Nos referimos al concepto de PESCA ILEGAL contemplado en el PL aprobado en general
 y que mutó a ACREDITACIÓN DEL ORIGEN LEGAL
 en el texto final propuesto, no obstante lo cual no sólo mantiene los problemas que presenta el primer concepto sino que los profundiza.

¿Porqué tal concepto incumple los estándares de la FAO?

1) De acuerdo a las ideas matrices “el objetivo del proyecto de ley es modificar la Ley General de Pesca y Acuicultura para combatir la pesca ilegal” (página 7 Mensaje).
2) La Pesca Ilegal, de acuerdo con la FAO
, está limitada únicamente a la actividad extractiva
,  no pudiéndose incluir dentro de tal concepto el uso de recursos hidrobiológicos.

3) Nos aparece del todo razonable que la extracción ilegal en los términos que define la FAO sea sancionada. Sin embargo, es imprescindible que sea la ley la que expresamente señale  sujetos y/o volúmenes que no se criminalicen en resguardo de la pesca de subsistencia tan extendida en nuestro país, y que en absoluto amenazan el uso sostenible y la conservación a largo plazo de los recursos marinos vivos y los ecosistemas marinos (objetivo propio de la penalización de pesca ilegal).
4) Este PL no exime volumen ni sujeto alguno, criminalizando toda extracción cualquiera sea el recurso, el volumen  o sujeto que la realice, como puede ser por ejemplo, una recolectora de algas que subsiste con la venta de éstas. 
Esa, ya es razón suficiente para rechazar las normas del PL que tipifican y sancionan como infracciones a la normativa y como delitos a quienes realizando actividades como éstas no estén en condiciones de acreditar el origen legal del producto o sus derivados.

5) Dicha Acreditación, a mayor abundamiento, debe realizarse “de acuerdo al procedimiento, condiciones y requisitos que se establecerán por medio de una mera resolución administrativa del SERNAPESCA”. Sin que este PL establezca ni siquiera los requisitos o garantías mínimas con las que debiese contar dicho procedimiento para que sea legal, justo y equitativo; y sin exigir tampoco la dictación de un reglamento que los desarrolle. 

Se autoriza así al Servicio Nacional de Pesca para que determine si existe o no la referida acreditación,  abandonando el legislador tan relevante definición a la discrecionalidad administrativa. Finalmente, se obliga al pescador artesanal a implementar un sistema de archivo documental, al exigir que todos los antecedentes ligados a su actividad extractiva, sean conservados por un plazo de 5 años.

6) Por otro lado, los estándares FAO también distinguen entre la “PESCA ILEGAL”, “PESCA NO DECLARADA” y “PESCA NO REGLAMENTADA”
, dando cuenta de una especificidad distinta que obviamente amerita un tratamiento diferente, del cual el PL no se hace cargo ni da cuenta, entremezclando conceptos.
7) Eso por lo que respecta a la extracción. Pero a mayor abundamiento, el PL también considera pesca ilegal o conductas criminalizadas (infracciones y/o delitos):

a. El uso de los recursos en actividades de procesamiento, elaboración, transporte, almacenamiento o comercialización.

b. Y la adquisición, posesión o tenencia a cualquier título de recursos hidrobiológicos y sus productos derivados.

Y, nuevamente sin eximir volumen ni sujeto alguno, criminalizando todo procesamiento, elaboración, transporte, almacenamiento o comercialización cualquiera sea el recurso, el volumen  o sujeto que la realice, como puede ser por ejemplo, la familia que hace empanadas de mariscos caseras o pescado frito y las vende en la playa o en su casa. De mismo modo, que los vecinos o veraneantes que les compren.

8) Todos ellos, conforme a la definición que el PL hace de ACREDITACIÓN DEL ORIGEN LEGAL, deben estar en condiciones de acreditar la trazabilidad del producto, es decir, deben ser capaces de acreditar que en la captura, cosecha, procesamiento, elaboración, transporte, almacenamiento o comercialización, así como en la adquisición, posesión o tenencia a cualquier título, según corresponda, ha dado cumplimiento a la normativa. 

                                     V.  NUEVAS OBLIGACIONES.  

Artículo 9 N°4:

 “LAS LANCHAS TRANSPORTADORAS DEBERÁN LLEVAR A BORDO UNA BITÁCORA ELECTRÓNICA” 

“TODA CAPTURA, DESEMBARQUE, ABASTECIMIENTO Y COMERCIALIZACIÓN DE RECURSOS HIDROBIOLÓGICOS DEBERÁ TENER ORIGEN LEGAL”.
En el artículo 63  que establece  las obligaciones  que ya tienen todos los  armadores pesqueros, industriales o artesanales de informar al Servicio por cada una de las naves o embarcaciones que utilicen: a) sus capturas mediante su registro en la bitácora de pesca y  b) sus desembarques en Chile o en el extranjero se : 

a) Agrega un inciso segundo nuevo: “Las lanchas transportadoras deberán llevar a bordo una bitácora electrónica y dar cumplimiento a la obligación señalada en la letra b) anterior, de conformidad a las condiciones y oportunidad que señale el reglamento.”.
c) Elimina en el inciso quinto, que ha pasado a ser sexto, la frase “la información de” con lo cual se transforma la norma ya existente: Se pasa de obligar a que la información tenga origen legal, a que toda captura, desembarque, abastecimiento y comercialización de recursos hidrobiológicos la tenga.
Quedando: Toda la información de captura, desembarque, abastecimiento y comercialización de recursos hidrobiológicos, a que se refieren los incisos anteriores deberá tener origen legal, entendiendo por tal, aquellos capturados o adquiridos, procesados o comercializados cumpliendo con la normativa pesquera nacional y los tratados internacionales vigentes en Chile. El procedimiento, condiciones y requisitos de la acreditación del origen legal de los recursos hidrobiológicos, serán establecidos mediante resolución del Servicio.

Artículo 9 N°6: “LA HABILITACIÓN DEL SISTEMA DE PESAJE, EL PAGO DE LAS LICENCIAS Y OTROS COSTOS QUE PROCEDAN POR SU USO SERÁN DE CARGO DE QUIEN LO SOLICITE.”

Modifica el artículo 64 que establece que el reglamento del Servicio establecerá las normas para asegurar declaraciones adecuadas para asegurar el seguimiento de las capturas en los procesos posteriores de transformación, transporte y comercialización. 

Agrega sin embrago: en la letra a) que  “El Servicio establecerá por resolución fundada los procedimientos específicos por pesquería a los que deberá darse cumplimiento para dar cuenta del origen, traslado, comercialización, ubicación y destino de las capturas y sus productos derivados.” 

Y en la letra b) que para la acreditación del peso de los desembarques y de los productos de la pesca “la habilitación del sistema de pesaje, el pago de las licencias y otros costos que procedan por su uso serán de cargo de quien lo solicite.”.
Artículo 9 N° 8  

LOS ARMADORES ARTESANALES DE EMBARCACIONES INSCRITAS EN PESQUERÍAS PELÁGICAS CON EL ARTE DE CERCO, CUALQUIERA SEA SU ESLORA SON OBLIGADOS A ENTREGAR LA INFORMACIÓN DE DESEMBARQUE POR CADA VIAJE, A SOMETERSE AL PROCEDIMIENTO DE CERTIFICACIÓN  DE ESA INFORMACIÖN Y A PAGAR POR DICHA CERTIFICACIÓN

Modifica el artículo 64 E ´para incluir entre los obligados a entregar la información de desembarque por cada viaje sometiéndose al procedimiento de certificación que fije el Servicio, y a pagar por dicha certificación a “los armadores artesanales de embarcaciones inscritas en pesquerías pelágicas con el arte de cerco, cualquiera sea su eslora”.

Hoy los obligados son sólo  los autorizados a la extracción industrial, los armadores artesanales de embarcaciones de una eslora igual o superior a 12 metros y los titulares de embarcaciones transportadoras.   

Artículo 9 N° 11 

OBLIGACIÓN DE INSCRIBIRSE EN REGISTRO ESPECIAL DEL SERVICIO PARA TODO EL QUE ELABORE O COMERCIALICE, POR CUENTA PROPIA O AJENA RECURSOS HIDROBIOLÓGICOS, PARTES DE ELLOS O PRODUCTOS DERIVADOS DE ELLOS. (Excepto restaurantes, locales de venta al por menor u otros similares)

OBLIGACIÓN DE ACREDITAR EL ORIGEN LEGAL DE LOS RECURSOS HIDROBIOLÓGICOS Y DE LOS PRODUCTOS QUE ELABOREN O COMERCIALICEN PARA TODOS SIN EXCEPCIÖN.

Agrega inciso segundo al artículo 65:

 “Las personas que elaboren productos de cualquier naturaleza utilizando como materia prima recursos hidrobiológicos o partes de ellos y quienes comercialicen, por cuenta propia o ajena, recursos hidrobiológicos o partes de ellos o productos derivados de ellos, deberán inscribirse en el registro que, para estos efectos, llevará el Servicio. No deberán inscribirse los restaurantes, locales de venta al por menor u otros similares, los que, sin embargo, igualmente quedarán sujetos a la fiscalización del Servicio y a la obligación de acreditar el origen legal de los recursos hidrobiológicos y de los productos que elaboren o comercialicen.”

Artículo 9 N°15.  

OBLIGACION DE LOS CONDUCTORES  y  CAPITANES DE NAVES RESPONDER SOLIDARIAMENTE CON LOS DUEÑOS DEL VEHICULO O NAVE DE LAS INFRACCIONES DE TRANSPORTE 

Modifica la letra b) del artículo 109 para hacer solidariamente responsable de las infracciones a las prohibiciones de transporte al titular del vehículo o naves inscrito , al empresario de transporte si lo hubiere, y al conductor, capitán o patrón de la nave, según corresponda. 
                                      V. DEFICIENTE TECNICA LEGISLATIVA QUE AFECTA EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD PENAL CONSTITUCIONALMENTE RESGUARDADO. 

Otro aspecto que demuestra la deficiente técnica legislativa con la que se ha diseñado este concepto central del PL (ACREDITACIÓN DEL ORIGEN LEGAL  para no ser considerado PESCA ILEGAL) es la hipótesis o condición bajo la cual se considera legal o ilegal el origen de recurso o su derivado.

Tal es: el cumplimiento de “la normativa pesquera o acuícola nacional y los tratados internacionales vigentes en Chile”.

Tan amplio concepto no resiste análisis alguno de la mínima tipicidad exigible en el derecho sancionatorio general ni que decir en el derecho penal stricto sensu.

Así las cosas, la acreditación del origen legal presupone el conocimiento pleno  de TODA “la normativa pesquera o acuícola nacional y los tratados internacionales vigentes en Chile”, por parte de TODO “agente pesquero” (industrial y artesanal) así como de todo quien extraiga o use productos hidrobiológicos por mera subsistencia -como si ellos estuviesen en igualdad de condiciones.

Al contrario, el desconocimiento de cualquiera de esas normas le significa riesgo de ser sancionado.

El mínimo de legalidad de un derecho sancionatorio exige la determinación precisa de las conductas que constituirán infracciones así como la determinación de las sanciones específicas aplicable a cada una de ellas.

No puede constituir la misma infracción ni ser sancionada del mismo modo no contar con una documentación que  tenerla alterada o incompleta. Del mismo modo, que  no puede constituir la misma infracción ni ser igualmente sancionada con multa, suspensión de zarpe y suspensión de derechos el no pago de la certificación de desembarque de un pequeño armador artesanal de pesquerías pelágicas que el de un armador multinacional. 

La falta de determinación legal, precisa y proporcional, de tipos y sanciones es razón suficiente para rechazar estas normas.

         Son TIPOS  DE INFRACCIONES consagrados en el PL los siguientes:

A. PESCA ILEGAL COMO EQUIVALENTE DE NO ACREDITACIÓN  DEL ORIGEN LEGAL DE LOS RECURSOS O SUS DERIVADOS.
· Artículo 9°N°10. Modificase el artículo 64 I  que establece la obligación de  los armadores de naves pesqueras y los armadores artesanales de embarcaciones que tengan una eslora igual o superior a 15 metros de instalar a bordo y mantener en funcionamiento un dispositivo de registro de imágenes que permita detectar y registrar toda acción de descarte que pueda ocurrir a bordo, agregando “y toda acción que constituya pesca ilegal, conforme lo establece el número 72 del artículo 2 de esta ley”

Esta norma refuerza el sentido de que el artículo 2 N° 72 establece lo que constituye pesca ilegal como sinónimo de no acreditar el origen legal de los recursos o sus derivados. Aun cuando la FAO distingue aquélla de la “pesca no declarada y la no regulada”.

· Artículo 9°N° 12. Modificase el artículo 107 agregando la acción de “cultivar”  y redefiniendo el concepto de “pesca ilegal”. 
Quedando: Artículo 107. Prohíbese capturar, extraer, cultivar, poseer, propagar, tener, almacenar, transformar, transportar y comercializar recursos hidrobiológicos con infracciones de las normas de la presente ley y sus reglamentos o de las medidas de administración pesquera adoptadas por la autoridad.
 “Toda infracción a las prohibiciones previstas en el inciso anterior son constitutivas de pesca ilegal.”

Conforme a tal norma PESCA ILEGAL en Chile sería como TODA infracción a las normas de esta ley, sus reglamentos o  a las medidas administrativas de la autoridad pesquera que se produzca al: CAPTURAR, EXTRAER, CULTIVAR, POSEER, PROPAGAR, TENER, ALMACENAR, TRANSFORMAR, TRANSPORTAR Y COMERCIALIZAR.

Ello resulta excesivamente amplio e indeterminado y no acorde a los estándares FAO

B. NUEVAS INFRACCIONES  y DELITOS ESPECÍFICOS:

· Artículo 9 N °17. Intercalase, a continuación del artículo 114, los siguientes artículos 114 B, 114 C, 114 D, 114 E, 114 F, 114 G y 114 H:

NINGUNA DE ESTAS INFRACCIONES CONSIDERA UNA EXCEPCION Y/O EXIMENTE POR CONSUMO DE SUBSISTENCIA. O POR CANTIDADES MINIMAS DE RECURSOS O PRODUCTOS PARA CONSUMO PERSONAL Y PRÓXIMO EN EL TIEMPO, por ende, estas conductas resultan desproporcionadamente sancionadas y criminalizadas.
De hecho esa fue la razón por la que la Comisión de Constitución eliminó  el inciso final del Artículo 139 ter, agregado en la Comisión de Pesca, que decía: 

           “Si las conductas descritas en este artículo (procesamiento, almacenamiento de recursos colapsados o sobreexplotados) se han cometido para el consumo de subsistencia, el infractor se sancionará de conformidad con el artículo 114 C (multa compuesta).Se entenderá por consumo de subsistencia aquel de carácter personal y próximo en el tiempo”.
El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, señaló que “mediante esta disposición se sanciona  a una persona que captura un recurso hidrobiológico para poder comer, y en este caso se prevé una multa cuyo valor mínimo en $237.000. Observó que se trata de una disposición claramente desproporcionada, que contrasta fuertemente con lo previsto en la ley Nº 20.256, sobre Pesca Recreativa, que establece una sanción mucho menor para el caso que una persona sorprendida sin la correspondiente licencia”.

No obstante ello, al no establecerse en cambio ninguna excepción a este nuevo régimen de sanciones y delitos en razón de la persona que lo realice y/o la cantidad de recursos que tenga, almacene o procese simples consumidores por subsistencia deberán pagar altas multas o ser criminalizados.

El mejo trato que este PL le da a estos casos es:

a) Artículo 9 N°13 que agrega a las posibles sanciones por las infracciones  una  amonestación impuesta por el juez que conozca del proceso, solo si se trata de la primera infracción cursada al sujeto y siempre que no exceda, del 10% del desembarque promedio regional por viaje de pesca del recurso hidrobiológico de que se trate. Quién y cómo va a acreditar semejante condición?
b) Artículo 9 N°21 que modifica el artículo 125 señalando: 
“Si el sancionado no tuviere bienes para pagar la multa podrá el tribunal imponer, por vía de sustitución, la sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad. Para proceder a esta sustitución se requerirá del acuerdo del sancionado. En caso contrario, el sancionado sufrirá la pena de reclusión, regulándose un día por cada unidad tributaria mensual, sin que ella pueda exceder de seis meses.”

Es decir, será en todo caso , criminalizado.

C.  SITUACIONES MÁS COMPLEJAS:

1.
Todas las infracciones relativas a captura y procesos posteriores se establecen sin distinguir  QUIÉN 1) si estamos en presencia de un gran industrial, o el procesador más pequeño o si se trata de un establecimiento Comercial enorme, o un humilde comerciante que con mucho esfuerzo logra abrir su local donde vende sus productos. Ni CUÁNTO  2) cual se la cantidad de recursos hidrobiológico o derivados de que se trate.

2.
Varias de ellas sancionan, además, al MERO TENEDOR.

3.
El proyecto no reconoce la PESCA DE SUBSISTENCIA, ni aquella pesca que realizan los PUEBLOS ORIGINARIOS, y las capturas o procesos posteriores asociadas a la referida actividad no se encuentran expresamente eximidas de acreditar su origen legal. Por tanto,  quienes la realicen a lo largo del país incurrirán en ciertos casos en una falta, con altas multas asociadas, y en otros casos en un delito. 

4.
El PL NO CONTEMPLA EXCEPCIÓN en las infracciones ni eximente de responsabilidad penal alguna en caso de tenencia sin autorización ni por ser de baja cuantía y tampoco para consumo próximo en el tiempo. Al menos que se alegase Estado de necesidad, pero estando ya criminalizado.

1. CON RELACIÖN A INFRACCIONES RELATIVAS A CAPTURA Y PROCESOS POSTERIORES SE ESTABLECEN SIN DISTINGUIR  QUIÉN NI CUÁNTO:  

Derechamente se criminalizan las actividades indicadas, pues el proyecto eleva a la categoría de delito la tenencia a cualquier título de recursos hidrobiológicos colapsados o sobreexplotados. (Al 2017, según Informe de la Subpesca, 16 pesquerías con puntos biológicos de referencia formalizados)

1.  “Artículo 114 A.- El que procese, elabore o comercialice recursos hidrobiológicos o productos derivados de ellos, sin estar inscrito en el registro que lleva el Servicio en los casos que corresponda, será sancionado con multa de 2 a 100 unidades tributarias mensuales (de $93.384 a $4.669.20.000 valor UTM 30 de abril 2018). El Servicio dispondrá el cierre transitorio del establecimiento mientras se regulariza la inscripción 

2. Artículo 114 B. El que procese, elabore o almacene recursos hidrobiológicos o productos derivados de ellos respecto de los que no se acredite su origen legal, y que correspondan a recursos hidrobiológicos en plena explotación, según el informe anual de la Subsecretaría a que se refiere el artículo 4 A, será sancionado con una multa compuesta por un monto fijo ascendente a un mínimo de 5 y a un máximo de 2.000 unidades tributarias mensuales ($ 23.460 a  $94.602.000 valor UTM 30 de abril 2018), y un monto variable equivalente al triple del resultado de la multiplicación del valor sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la denuncia, por la cantidad de recursos hidrobiológicos objeto de la infracción, reducida a toneladas de peso físico. En la determinación del monto fijo de la multa deberá considerarse especialmente la capacidad económica del denunciado y el beneficio económico que podría haberse obtenido con motivo de la infracción.
En el caso que las conductas señaladas se cometan respecto de los recursos hidrobiológicos o de sus productos derivados que no se encuentran en plena explotación, colapsados ni sobreexplotados, según el informe anual de la Subsecretaría a que se refiere el artículo 4 A, serán sancionados con una multa equivalente al doble del resultado de la multiplicación del valor sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la denuncia, por la cantidad de recursos hidrobiológicos objeto de la infracción, reducida a toneladas de peso físico. 

En los casos de que trata este artículo procederá siempre el comiso de los recursos hidrobiológicos y de los productos derivados de éstos que hayan sido objeto de la infracción.

3. Artículo 114 C. El que comercialice recursos hidrobiológicos o productos derivados de ellos, sin acreditar el origen legal de los mismos, y se encuentre inscrito en el registro que lleva el Servicio conforme al artículo 65, quedará sometido a las mismas sanciones a que se refiere el artículo 114 B respecto de los recursos hidrobiológicos y sus productos allí indicados. En el caso de los comercializadores que no deban inscribirse en el mismo registro, atendida la excepción señalada en el artículo 65 (restaurantes, locales de menor tamaño o similares)quedarán sometidos a las mismas sanciones a que se refiere el artículo 114 B, con excepción del monto fijo de la multa. En este caso procederá siempre el comiso de los recursos hidrobiológicos y de los productos derivados de éstos que hayan sido objeto de la infracción.

4. Artículo 114 D. La falta de acreditación del origen legal de los recursos hidrobiológicos o de sus productos de que tratan los artículos 114 B y 114 C en un procedimiento de fiscalización facultará al Servicio para disponer el cierre transitorio inmediato del establecimiento respectivo y la suspensión de la actividad en ellos, lo que en ningún caso podrá exceder de diez días hábiles. Dentro de dicho plazo, el Servicio deberá presentar la denuncia respectiva al tribunal competente. Previo al cumplimiento del plazo, la medida de cierre sólo podrá ser levantada por el tribunal en el procedimiento iniciado al efecto.

En todo evento, los funcionarios del Servicio podrán solicitar el auxilio de la fuerza pública.

2. SANCIÓN A MEROS TENEDORES:

Artículo 9 N°17. Intercálanse, a continuación del artículo 114, los siguientes artículos 114 B, 114 C, 114 D, 114 E, 114 F, 114 G y 114 H:

· Artículo 114 E. El que tenga en su poder, a cualquier título, recursos hidrobiológicos de que trata el artículo 114 C y no acredite su origen legal, será sancionado con una multa equivalente a multiplicar hasta dos veces el valor sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la denuncia, por la cantidad de recursos hidrobiológicos objeto de la infracción, reducida a toneladas de peso físico. En este caso procederá siempre el comiso de los recursos hidrobiológicos y de los productos derivados de éstos que hayan sido objeto de la infracción.

· Artículo 114 G. En los casos de reincidencia de las infracciones a que se refieren los artículos 114 B, 114 C y 114 E las sanciones se triplicarán. Si se sanciona la tercera infracción en el plazo de 5 años contados desde la fecha en que haya quedado ejecutoriada la sentencia condenatoria recaída sobre la primera infracción, se cancelará la inscripción de la planta elaboradora o comercializadora por el plazo de tres años, sin que puedan inscribirse en él el titular ni los socios integrantes de la persona jurídica sancionada, en los casos que proceda, directamente o a través de otra persona jurídica, por el mismo plazo.”

Artículo 9 N°18. Sustituyese el artículo 119 por los siguientes: (Artículos modificados por Comisión de Constitución)
· “Artículo 119.- El que transporte, posea, sea mero tenedor, almacene o comercialice especies hidrobiológicas bajo la talla mínima establecida y recursos hidrobiológicos vedados, o extraídos con violación al artículo 3º, letra c), o a la cuota establecida en virtud del régimen artesanal de extracción y los productos derivados de éstos, será sancionado con una multa equivalente al resultado de multiplicar hasta por dos veces el valor sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la denuncia, por la cantidad de recursos hidrobiológicos objeto de la misma, reducidas a toneladas de peso físico, el comiso de las especies hidrobiológicas y medios de trasporte utilizados, cuando corresponda, y, además, con la clausura del establecimiento o local en que se hubiere cometido la infracción por un plazo no inferior a 3 ni superior a 30 días.

En los casos de reincidencia en las infracciones a que se refiere este artículo, se cancelará la inscripción en el registro de la planta elaboradora o comercializadora por el plazo de cinco años, sin que puedan inscribirse en él el titular ni los socios integrantes de la persona jurídica sancionada, en los casos que proceda, directamente o a través de otra persona jurídica, por el mismo plazo.

DELITOS: (Artículos modificados por Comisión de Constitución)
Artículo 9 N°25. Sustituyese el artículo 139 por el siguiente:

· “Artículo 139.- El procesamiento, el apozamiento, la transformación, el transporte, la comercialización y el almacenamiento de recursos hidrobiológicos vedados, así como también la elaboración, comercialización y el almacenamiento de productos derivados de éstos, serán sancionados con presidio menor en su grado medio, sin perjuicio de las sanciones administrativas correspondientes.”.

Artículo 9 N°27. Intercalase a continuación del artículo 139 bis el siguiente artículo 139 ter y 139 quáter:
· “Artículo 139 ter. Será sancionado con la pena de presidio menor en su grado medio a máximo y una multa de treinta a dos mil unidades tributarias mensuales el que procese, almacene o tenga en su poder un recurso hidrobiológico que se encuentra en estado de colapsado o sobreexplotado, según el informe anual de la Subsecretaría a que se refiere el artículo 4 A, o elabore, almacene o tenga en su poder productos derivados de ellos, respecto de los cuales no se acredite su origen legal. La misma sanción se aplicará al que teniendo la calidad de comercializador inscrito en el registro que lleva el Servicio conforme al artículo 65, comercialice recursos hidrobiológicos que se encuentra en estado de colapsado o sobreexplotado, o productos derivados de ellos, sin acreditar su origen legal.

Si quien realiza la comercialización de los recursos hidrobiológicos que se encuentra en estado de colapsado o sobreexplotado, o productos derivados de ellos es un comercializador que no tenga la obligación de estar inscrito en el registro que lleva el Servicio conforme al artículo 65, la sanción será pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de diez a cien unidades tributarias mensuales.


En todos los casos de que trata este artículo procederá el comiso de los recursos y de los productos derivados de éstos que hayan sido objeto del delito y las sanciones administrativas que correspondan.”.

La Comisión de Constitución  sobre este artículo hizo los siguientes cambios:

1. En el 9 numero 27 que agrega el 139 ter SOBRE PROCESAMIENTO Y ALMACENAMIENTO DE RECURSOS SOBREEXPLOTADO la Comisión de Constitución  eliminó el inciso final (agregado en la  Comisión de Pesca) porque establecía una multa para el que era mero tenedor. Hasta ahí estaba bien porque la intención era no sancionar a los que eran meros tenedores. El problema es que en la misma Comisión de Constitución, el Ejecutivo propuso un nuevo texto del 139 ter, que es el que existe , en el que a las conductas “procesar y almacenar” que eran las que venían en el texto original aprobado en general, agregó en el inciso primero  como conducta típica el “tener en su poder”. Por lo tanto, la situación del tenedor quedó peor, pasó de una multa, a un presidio menor en su grado mínimo y a multa.”
En efecto:

a)  El inciso final suprimido del artículo 139 ter decía:
“Si las conductas descritas en este artículo (procesamiento, almacenamiento de recursos colapsados o sobreexplotados) se han cometido para el consumo de subsistencia, el infractor se sancionará de conformidad con el artículo 114 C (multa compuesta).Se entenderá por consumo de subsistencia aquel de carácter personal y próximo en el tiempo”.
El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, señaló que mediante esta disposición se sanciona  a una persona que captura un recurso hidrobiológico para poder comer, y en este caso se prevé una multa cuyo valor mínimo en $237.000. Observó que se trata de una disposición claramente desproporcionada, que contrasta fuertemente con lo previsto en la ley Nº 20.256, sobre Pesca Recreativa, que establece una sanción mucho menor para el caso que una persona sorprendida sin la correspondiente licencia. 

Por su parte, el profesor señor Matus observó que la expresión "consumo de subsistencia" que utiliza la disposición, fácilmente puede ser reconducida al concepto penal de estado de necesidad, que según el número 11 del artículo 10 del Código Penal, es una causal de eximición de responsabilidad penal. En razón de lo anterior el académico también postuló la eliminación de la disposición.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presente, Honorables Senadores señores Araya, Harboe y Quinteros, rechazó el inciso final del artículo 139 ter propuesto por el Ejecutivo.

b) Sin embargo, la Comisión aprobó el artículo 139 ter con una redacción nueva sugerida por el Ejecutivo que agregaba en su inciso primero a las conductas originales de“procesar o almacenar” la de “tener en su poder”.

Artículo 139 ter que, a mayor abundamiento, incluye en su inciso segundo a quienes comercialicen esos recursos o sus derivados y dentro de ellos a quienes no están registrados por excepción legal, es decir, “restoranes, pequeños locales y otros similares”, y los sanciona con pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de diez a cien unidades tributarias mensuales.


2) El mismo artículo 9° N °27  agregaba un artículo 139 quáter  
Este expresamente sancionaba la  TENENCIA DE RECURSOS SOBREEXPLOTADOS.

Artículo 139 quáter. El texto aprobado en general por el Senado consideraba incorporar a la ley una disposición del siguiente tenor:
· “Artículo 139 quater. El que tenga en su poder, a cualquier título, recursos hidrobiológicos de que trata el artículo 139 ter y no acredite su origen legal, será sancionado con una multa equivalente a multiplicar hasta dos veces el valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la denuncia, por la cantidad de recursos hidrobiológicos objeto de la infracción, reducida a toneladas de peso físico. En este caso procederá siempre el comiso de los recursos hidrobiológicos y de los productos derivados de éstos que hayan sido objeto de la infracción.”.

Al iniciarse el estudio de este precepto en Constitución el Ejecutivo expresó era de la idea de eliminar el artículo en vista de que la conducta ahí establecida estaba contenida en otras disposiciones de la iniciativa. 

Pero lo cierto es que el texto aprobado en general no contenía la sanción a la tenencia en ninguna otra norma sino que la expresión “o tenga en su poder” fue agregada por el Ejecutivo en la misma Comisión de Constitución en el artículo 139 ter que en su texto original sólo contenía los verbos rectores procese, elabore o almacene.
Artículo 139 quáter. El texto aprobado en general por el Senado consideraba incorporar a la ley una disposición del siguiente tenor:
· “Artículo 139 quater. El que tenga en su poder, a cualquier título, recursos hidrobiológicos de que trata el artículo 139 ter y no acredite su origen legal, será sancionado con una multa equivalente a multiplicar hasta dos veces el valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la denuncia, por la cantidad de recursos hidrobiológicos objeto de la infracción, reducida a toneladas de peso físico. En este caso procederá siempre el comiso de los recursos hidrobiológicos y de los productos derivados de éstos que hayan sido objeto de la infracción.”.

Al iniciarse el estudio de este precepto en Constitución el Ejecutivo expresó era de la idea de eliminar el artículo en vista de que la conducta ahí establecida estaba contenida en otras disposiciones de la iniciativa. Pero lo cierto es que el texto aprobado en general no lo contenía en ninguna otra norma sino que la expresión “o tenga en su poder” fue agregada por el Ejecutivo en la misma Comisión de Constitución en el artículo 139 ter que en su texto original sólo contenía los verbos rectores procese, elabore o almacene.

3. Artículo 9° N °28.DELITO DE ASOCIACIÓN ILICITA, SUPRIMIDO POR CONSTITUCION 

Artículo 139 quáter.- El que tenga en su poder, a cualquier título, recursos hidrobiológicos de que trata el artículo 139 ter y no acredite su origen legal, será sancionado con una multa equivalente a multiplicar hasta dos veces el valor sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la denuncia, por la cantidad de recursos hidrobiológicos objeto de la infracción, reducida a toneladas de peso físico. En este caso procederá siempre el comiso de los recursos hidrobiológicos y de los productos derivados de éstos que hayan sido objeto de la infracción.”

TODAS LAS NUEVAS INFRACCIONES Y LOS NUEVOS DELITOS QUE INTROCUCE ESTE PL pueden verse en anexo al final de este documento.

                                      VI. TRASLADO DEL COSTO DE LA FISCALIZACIÓN AL FISCALIZADO, INCLUIDOS LOS MÁS PEQUEÑOS. (Articulo 9 N° 8. Modificase el artículo 64 E)

El artículo 64 E actual señala que  los titulares de cualquier instrumento que autorice a la extracción de la fracción industrial de la cuota global o de las autorizaciones de pesca, así como los armadores artesanales de embarcaciones de una eslora igual o superior a 12 metros y los titulares de embarcaciones transportadoras deberán entregar al Servicio la información de desembarque por viaje de pesca a que se refiere el artículo 63 de esta ley, certificada por una entidad auditora acreditada por el Servicio.

El PL incorpora a la obligación de certificación de desembarques y al pago de ese servicio, a los “armadores artesanales de embarcaciones inscritas en pesquerías pelágicas con el arte de cerco cualquiera sea su eslora” (Articulo 9 N° 8 letra a) punto i). Embarcaciones que, además, se verán afectados por una suspensión del zarpe o del ejercicio de los derechos asignados en caso de que el armador no page las certificaciones. (Articulo 9 N° 8 letra c)

Las embarcaciones inscritas en pesquerías pelágicas con el arte de cerco o pesquería de especies que habitan en aguas medias de los océanos y mares, o cerca de la superficie mediante redes se afectan cualquiera sea su eslora o dimensión, no obstante que las embarcaciones de armadores artesanales inscritas en otras pesquerías no pelágicas, se afectan sólo si tienen una eslora igual o superior a 12 metros.

Lo que constituye una discriminación arbitraria.  Y da cabida a una RESERVA DE CONSTITUCIONALIDAD
Por otro lado, debe tenerse en cuenta que de acuerdo a las propias definiciones de la   

Ley de Pesca “las pesquerías pelágicas corresponden a las especies chilenas sardina común, sardina, anchoveta, jurel y caballa”, y que serán los pescadores artesanales que trabajan sólo con estas especies los que verán aumentados sus costos y amenazados en sus labores por no pago de las certificaciones por parte de los armadores, cual sea el tamaño de su embarcación.

Además, el PL señala que “Las tarifas por la certificación deberán ser pagadas por los titulares del instrumento que autorice la extracción”. Lo normal, sin embargo, es que el costo de la fiscalización lo pague el Estado  y no el fiscalizado. Lo contrario equivale a decir que uno deba pagarle al carabinero que lo fiscaliza en la ruta su tarifa o hora hombre por vigilar la ruta y eventualmente también una multa o parte. Con la agravante que si uno no le paga su hora hombre , se le sanciona con la prohibición de “zarpe” o de salir a la calle de nuevo en el vehículo y con la suspensión del permiso de circulación ( permiso o derechos de extracción, por ejemplo, en este caso). Articulo 9 N° 8 letra c)
Articulo 9 N° 8. Modificase el artículo 64 E del siguiente modo:

Letra a) punto i): Intercalase entre la palabra “metros” y la frase “y los titulares”, la siguiente frase “, los armadores artesanales de embarcaciones inscritas en pesquerías pelágicas con el arte de cerco, cualquiera sea su eslora”.

Letra c) Sustituyese los incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo por los siguientes: 

“Las tarifas por la certificación que deberán ser pagadas por los titulares del instrumento que autorice la extracción de la fracción industrial, cualquiera sea el título, así como por los armadores artesanales, los titulares de las embarcaciones transportadoras o por los titulares de las plantas de procesamiento, dependiendo del tipo de pesquería y área, serán establecidas en moneda de curso legal por tonelada de recurso, materia prima o producto desembarcado según corresponda, pudiendo (DEBIESE DECIR “DEBIENDO” para asegurar proporcionlidad) contemplarse aranceles diferenciados en consideración a la especie, cantidad, horario y ubicación geográfica del desembarque, y serán fijadas por decreto del Ministerio, el que deberá ser visado por la Dirección de Presupuestos previo informe del Servicio. Este decreto indicará los casos en que la tarifa por certificación deberá ser pagada anticipadamente y aquéllos en que debe ser pagada por la planta de procesamiento, dependiendo de la pesquería y área. Las tarifas fijadas se pagarán en la forma y condiciones indicadas en el decreto que las fije ante la Tesorería General de la República, la cual podrá proceder a su ejecución y cobro de conformidad a las reglas generales.

El Servicio determinará los procedimientos de habilitación y control de los sistemas de pesaje utilizados para la certificación del desembarque, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 122, así como la verificación de los parámetros metrológicos e inspección de su funcionamiento y uso.

En los casos en que se pretenda establecer la certificación en un plan de manejo o en la extensión de operaciones de embarcaciones mayores a 12 metros de eslora dentro de la primera milla marina o en la extensión de operaciones a la región contigua, conforme lo disponen los artículos 8, 9 bis, 47 bis y 50, respectivamente, de la presente ley, o en la extensión de operaciones de que trata el artículo 5 de la ley N° 20.632, el interesado deberá coordinarse con el Servicio con un plazo de anticipación de, al menos, seis meses antes de la aprobación del plan de manejo o del acto administrativo que proceda en cada caso, para la implementación de la certificación. En estos casos el Servicio podrá contratar a entidades auditoras acreditadas para realizar dicha certificación, conforme a lo dispuesto por el artículo 64 F. En todos estos casos las condiciones de otorgamiento del certificado estarán sometidas a las condiciones establecidas para el pesaje.

El incumplimiento del pago de la certificación del desembarque constituirá una causal de suspensión del zarpe de la embarcación cuya carga devengó el pago, la que será aplicada por la Dirección General del Territorio Marítimo Nacional. Asimismo, se suspenderá el ejercicio de los derechos derivados de cuotas asignadas a cualquier título, sea industrial o artesanal, que hubieren dado origen a la certificación adeudada, lo que será aplicado por la Subsecretaría. En los casos en que se haya dispuesto el pago por los titulares de las plantas de procesamiento y se haya verificado el incumplimiento, se suspenderá la actividad de la planta hasta que se acredite el pago de la certificación adeudada, quedando prohibido el abastecimiento de recursos hidrobiológicos y sus productos a ésta y, por tanto, la prohibición de entrega de desembarques y de recepción de abastecimiento, lo que deberá ser verificado por el Servicio. 

Para efectos de lo señalado en el inciso anterior, el Servicio solicitará a la Tesorería General de la República un informe que acredite el pago de la certificación de desembarque. Con el mérito de tales informes, y dentro de los cinco días hábiles desde su recepción, el Servicio dictará una resolución que señalará las deudas vigentes por no pago de la certificación y procederá a la suspensión de zarpe de la embarcación, la suspensión de los derechos derivados de cuotas asignadas y la suspensión de las actividades de las plantas de procesamiento, según corresponda. Lo anterior no obstará a la facultad de la Tesorería General de la República de iniciar los procedimientos de cobro de los montos adeudados y que resulten procedentes. Salvo en los casos en que conforme a la ley se hubiere establecido la certificación por entidades auditoras, la ejecución de la deuda por certificación de desembarque será efectuada por la Tesorería General de la República conforme a las reglas generales de cobro ejecutivo contenidas en el Código Tributario.”

                               VII. RIESGO DE UNA FISCALIZACIÓN  DISEMINADA Y NO ESPECIALIZADA.

El proyecto de ley establece la posibilidad Al Servicio Nacional de Pesca de DELEGAR mediante convenio, labores de control de cumplimiento de la normativa pesquera. (Artículo 9 Nº 20 letra a, punto ix del proyecto). Con ello, podría sumarse a la fiscalización, carabineros, PDI, aduana, SAG, Inspectores Municipales, entre otros funcionarios a la labores de fiscalización, en una materia altamente especializada, que ya trae problemas de la mano de una institución que solo ve estas materias, en manos de organismos a ajenos, ello puede suponer un verdadero riesgo de abuso para los fiscalizados, y sin garantías de una adecuada fiscalización. Más  si se trata de territorios alejados.

La delegación que da entregada a un convenio administrativo , que está legalmente indeterminado.

                  Artículo 9 N° 20. Modificase el artículo 122 en el siguiente sentido:

a) En el inciso tercero: ix. Agregar letra W:
w) Delegar, mediante convenio, labores de control del cumplimiento de la normativa pesquera y de acuicultura a otros órganos públicos, en los casos que no cuente con personal en determinados puntos del territorio.

                                          VIII. ALTO PERJUICIO ECONÓMICO EN CIERNES PARA LOS AGENTES DE MÍNIMOS RECURSOS O PARA QUIENES REALIZAN PESCA DE SUBSISTENCIA.

El que procese, elabore o comercialice sin estar inscrito,  multa de $93.384 a $4.669.20.000 valor UTM 30 de abril 2018 (Artículo 9 Nº 17 del proyecto que agrega artículo 114 A).De 2 a 100 UTM

El que procese, elabore o comercialice recursos hidrobiológicos en plena explotación y no se acredite su origen legal dos multas conjuntas: 
- Una fija, que se aplica siempre y sin distinción, que será como mínimo de  $233.460 y puede llegar a los $94.602.000 (En base a valor UTM abril de 2018).Es de 5 a 2000UTM

- Más otra variable, que también se aplica siempre, pero que depende de la especie y del monto de los recursos involucrados, la cual será más o menos alta, dependiendo del recurso involucrado y su cantidad . 

Estando los más pequeños expuestos a un perjuicio económico serio por ello, al no contar con los medios ni la cultura de resguardo de documentación. (Artículo 9 Nº 17 del proyecto que agrega artículo 114 B y 114C).

 Además del cierre del local respectivo, disminuyendo aún más con las posibilidades de resurgimiento del pequeño procesador y pequeño comerciante. (Artículo 9 Nº 17 del proyecto que agrega artículo 114 D).

Si quien no logra acreditar el origen legal es uno que comercializa recursos o derivados de éstos  y está inscrito se  aplican las mismas sanciones. Salvo que se trate de restaurantes, locales de venta al por menor u otros similares que no tiene obligación de inscribirse a quienes no se les aplica el monto fijo de la multa.(114C)
                                                                       ANEXO

                                               I. INFRACCIONES CONTENIDAS EN EL PL

A) Artículo 9 N°27. Intercalase a continuación del artículo 139 bis el siguiente artículo 139 ter y 139 quáter:
5. “Artículo 114 A.- El que procese, elabore o comercialice recursos hidrobiológicos o productos derivados de ellos, sin estar inscrito en el registro que lleva el Servicio en los casos que corresponda, será sancionado con multa de 2 a 100 unidades tributarias mensuales (de $93.384 a $4.669.20.000 valor UTM 30 de abril 2018). El Servicio dispondrá el cierre transitorio del establecimiento mientras se regulariza la inscripción 

6. Artículo 114 B. El que procese, elabore o almacene recursos hidrobiológicos o productos derivados de ellos respecto de los que no se acredite su origen legal, y que correspondan a recursos hidrobiológicos en plena explotación, según el informe anual de la Subsecretaría a que se refiere el artículo 4 A, será sancionado con una multa compuesta por un monto fijo ascendente a un mínimo de 5 y a un máximo de 2.000 unidades tributarias mensuales ($ 23.460 a  $94.602.000 valor UTM 30 de abril 2018), y un monto variable equivalente al triple del resultado de la multiplicación del valor sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la denuncia, por la cantidad de recursos hidrobiológicos objeto de la infracción, reducida a toneladas de peso físico. En la determinación del monto fijo de la multa deberá considerarse especialmente la capacidad económica del denunciado y el beneficio económico que podría haberse obtenido con motivo de la infracción.
En el caso que las conductas señaladas se cometan respecto de los recursos hidrobiológicos o de sus productos derivados que no se encuentran en plena explotación, colapsados ni sobreexplotados, según el informe anual de la Subsecretaría a que se refiere el artículo 4 A, serán sancionados con una multa equivalente al doble del resultado de la multiplicación del valor sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la denuncia, por la cantidad de recursos hidrobiológicos objeto de la infracción, reducida a toneladas de peso físico. 

En los casos de que trata este artículo procederá siempre el comiso de los recursos hidrobiológicos y de los productos derivados de éstos que hayan sido objeto de la infracción.

7. Artículo 114 C. El que comercialice recursos hidrobiológicos o productos derivados de ellos, sin acreditar el origen legal de los mismos, y se encuentre inscrito en el registro que lleva el Servicio conforme al artículo 65, quedará sometido a las mismas sanciones a que se refiere el artículo 114 B respecto de los recursos hidrobiológicos y sus productos allí indicados. En el caso de los comercializadores que no deban inscribirse en el mismo registro, atendida la excepción señalada en el artículo 65 (restaurantes, locales de menor tamaño o similares)quedarán sometidos a las mismas sanciones a que se refiere el artículo 114 B, con excepción del monto fijo de la multa. En este caso procederá siempre el comiso de los recursos hidrobiológicos y de los productos derivados de éstos que hayan sido objeto de la infracción.

8. Artículo 114 D. La falta de acreditación del origen legal de los recursos hidrobiológicos o de sus productos de que tratan los artículos 114 B y 114 C en un procedimiento de fiscalización facultará al Servicio para disponer el cierre transitorio inmediato del establecimiento respectivo y la suspensión de la actividad en ellos, lo que en ningún caso podrá exceder de diez días hábiles. Dentro de dicho plazo, el Servicio deberá presentar la denuncia respectiva al tribunal competente. Previo al cumplimiento del plazo, la medida de cierre sólo podrá ser levantada por el tribunal en el procedimiento iniciado al efecto.

En todo evento, los funcionarios del Servicio podrán solicitar el auxilio de la fuerza pública.

9. Artículo 114 E. El que tenga en su poder, a cualquier título, recursos hidrobiológicos de que trata el artículo 114 B y no acredite su origen legal, será sancionado con una multa equivalente a multiplicar hasta dos veces el valor sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la denuncia, por la cantidad de recursos hidrobiológicos objeto de la infracción, reducida a toneladas de peso físico. En este caso procederá siempre el comiso de los recursos hidrobiológicos y de los productos derivados de éstos que hayan sido objeto de la infracción.

10. Artículo 114 F. En todo caso las multas aplicables a las infracciones previstas en los artículos 114 B, 114 C y 114 E no podrán exceder en conjunto de la multa mayor que la ley asigne al autor  de dichas infracciones.
11. Artículo 114 G. En los casos de reincidencia de las infracciones a que se refieren los artículos 114 B, 114 C y 114 E las sanciones se triplicarán. Si se sanciona la tercera infracción en el plazo de 5 años contados desde la fecha en que haya quedado ejecutoriada la sentencia condenatoria recaída sobre la primera infracción, se cancelará la inscripción de la planta elaboradora o comercializadora por el plazo de tres años, sin que puedan inscribirse en él el titular ni los socios integrantes de la persona jurídica sancionada, en los casos que proceda, directamente o a través de otra persona jurídica, por el mismo plazo.”

B) Artículo 9°N° 18.- Sustituyese el artículo 119 por los siguientes:

12. “Artículo 119.- El que transporte, posea, sea mero tenedor, almacene o comercialice especies hidrobiológicas bajo la talla mínima establecida y recursos hidrobiológicos vedados, o extraídos con violación al artículo 3º, letra c), o a la cuota establecida en virtud del régimen artesanal de extracción y los productos derivados de éstos, será sancionado con una multa equivalente al resultado de multiplicar hasta por dos veces el valor sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la denuncia, por la cantidad de recursos hidrobiológicos objeto de la misma, reducidas a toneladas de peso físico, el comiso de las especies hidrobiológicas y medios de trasporte utilizados, cuando corresponda, y, además, con la clausura del establecimiento o local en que se hubiere cometido la infracción por un plazo no inferior a 3 ni superior a 30 días.

En los casos de reincidencia en las infracciones a que se refiere este artículo, se cancelará la inscripción en el registro de la planta elaboradora o comercializadora por el plazo de cinco años, sin que puedan inscribirse en él el titular ni los socios integrantes de la persona jurídica sancionada, en los casos que proceda, directamente o a través de otra persona jurídica, por el mismo plazo.

13. Artículo 119 bis.- El que tenga la calidad de pescador artesanal o sea titular de una licencia transable de pesca, permiso extraordinario de pesca o de una autorización de pesca, y realice actividades extractivas en áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos, sin ser titular de los derechos a que se refiere el inciso final del artículo 55 B de esta ley, será sancionado con la suspensión por dos años de la inscripción en el registro pesquero artesanal o de los derechos derivados de la licencia, del permiso o de la autorización, respectivamente, y con la prohibición de zarpe de la embarcación utilizada por el mismo plazo. Estas sanciones serán aplicables sin perjuicio de la persecución penal que corresponda por estas conductas.”

II. TIPOS PENALES CONTENIDOS EN EL PL

1. Artículo 9° N °7. Sustituyese el inciso primero del artículo 64 D por el siguiente:

“Artículo 64 D. La destrucción o inutilización del sistema de posicionamiento automático, así como de la información contenida en el mismo, el acceso, uso o apoderamiento indebidos a ella, su destrucción o alteración, y su revelación o difusión no autorizadas serán sancionadas con presidio menor en su grado medio a máximo.” (541 a 5 años).

2. Artículo 9°24. Intercalase el siguiente artículo 138 bis, nuevo:

“Artículo 138 bis. La destrucción, inutilización o alteración del sistema de pesaje habilitado por el servicio, así como de la información contenida en el mismo, el acceso, uso o apoderamiento indebidos a ella, su destrucción o alteración, y su revelación o difusión no autorizadas serán sancionadas con presidio menor en su grado medio a máximo.” ( 541 a 5 años)
3. Artículo 9° N °23.- Sustituyese el artículo 136 por el siguiente:

“Artículo 136. El que sin autorización, o contraviniendo sus condiciones o infringiendo la normativa aplicable introdujere o mandare introducir en el mar, ríos, lagos o cualquier otro cuerpo de agua, agentes contaminantes químicos, biológicos o físicos que causen daño a los recursos hidrobiológicos, será sancionado con presidio menor en su grado medio a máximo( 541 a 5 años) y multa de 100 a 10.000 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de las sanciones administrativas correspondientes.

El que por imprudencia o mera negligencia ejecutare las conductas descritas en el inciso anterior, será sancionado con presidio menor en su grado mínimo (61 días a 540)  y multa de 50 a 5.000 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de las sanciones administrativas correspondientes.

Si el responsable ejecuta medidas destinadas a evitar o reparar los daños, el tribunal podrá rebajar la pena privativa de libertad en un grado y la multa hasta en un cincuenta por ciento, sin perjuicio de las indemnizaciones que correspondan. En el caso del inciso segundo, podrá darse lugar a la suspensión condicional del procedimiento que sea procedente conforme al artículo 237 del Código Procesal Penal, siempre que se hayan adoptado las medidas indicadas y se haya pagado la multa.”

4. Artículo 9° N °25.- Sustituyese el artículo 139 por el siguiente:

“Artículo 139.- El procesamiento, el apozamiento, la transformación, el transporte, la comercialización y el almacenamiento de recursos hidrobiológicos vedados, así como también la elaboración, comercialización y el almacenamiento de productos derivados de éstos, serán sancionados con presidio menor en su grado medio, sin perjuicio de las sanciones administrativas correspondientes.” (541 días a 3 años y un día)

5. Artículo 9° N °26. Sustitúyese el artículo 139 bis por el siguiente:

“Artículo 139 bis.- El que realice actividades extractivas en áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos, sin ser titular de los derechos a que se refiere el inciso final del artículo 55 B de esta ley, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo a máximo. (61 días a  a 5 años) En caso que hubiere capturas, se impondrá el grado superior de la pena. 

(Recursos bentónicos= los que se encuentra en el fondo del mar)

6. Artículo 9° N °27.- Artículo 9° N °27 Intercálase a continuación del artículo 139 bis el siguiente artículo 139 ter:

“Artículo 139 ter. Será sancionado con la pena de presidio menor en su grado medio a máximo y una multa de 30 a 2.000 unidades tributarias mensuales el que procese, almacene o tenga en su poder un recurso hidrobiológico que se encuentra en estado de colapsado o sobreexplotado, según el informe anual de la Subsecretaría a que se refiere el artículo 4 A, o elabore, almacene o tenga en su poder productos derivados de ellos, respecto de los cuales no se acredite su origen legal. La misma sanción se aplicará al que teniendo la calidad de comercializador inscrito en el registro que lleva el Servicio conforme al artículo 65, comercialice recursos hidrobiológicos que se encuentra en estado de colapsado o sobreexplotado, o productos derivados de ellos, sin acreditar su origen legal.

Si quien realiza la comercialización de los recursos hidrobiológicos que se encuentra en estado de colapsado o sobreexplotado, o productos derivados de ellos es un comercializador que no tenga la obligación de estar inscrito en el registro que lleva el Servicio conforme al artículo 65, la sanción será pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales.

En todos los casos de que trata este artículo procederá el comiso de los recursos y de los productos derivados de éstos que hayan sido objeto del delito y las sanciones administrativas que correspondan.”.

7. Artículo 9° N °27 agrega: SOBRE TENENCIA DE RECURSOS SOBREEXPLOTADOS.SUPRIMIDO POR CONSTITUCIÖN ÄRA NO AFECTAR LA CAPTURA POR SUBISTENCIA CON MULTAS ;SIN EMARGO POR OBRA DEL TEXTO FINAL DEL 139 TER QUEDÓ MAS AMPLIA Y COMO DELITO.

Artículo 139 quáter.- El que tenga en su poder, a cualquier título, recursos hidrobiológicos de que trata el artículo 139 ter y no acredite su origen legal, será sancionado con una multa equivalente a multiplicar hasta dos veces el valor sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la denuncia, por la cantidad de recursos hidrobiológicos objeto de la infracción, reducida a toneladas de peso físico. En este caso procederá siempre el comiso de los recursos hidrobiológicos y de los productos derivados de éstos que hayan sido objeto de la infracción.”

8. Artículo 9° N °28.DELITO DE ASOCIACIÓN ILICITA, SUPRIMIDO POR CONSTITUCION 
“Artículo 140 bis. Los que se asociaren u organizaren con el objeto de llevar a cabo una o más de los delitos contenidos en el Título X serán sancionados:

a) Con presidio mayor en su grado mínimo, al que financie, ejerza el mando o dirección, o planifique los actos que se propongan.

b) Con presidio menor en su grado mínimo a medio, al que suministre vehículos, naves, artefacto naval, aeronaves, artes o aparejos de pesca y cualquier otro elemento necesario para realizar la faena pesquera, inmuebles, establecimientos, contenedores, cajas, instrumentos, alojamiento, escondite, lugares de reunión, o colabore de cualquier otra forma para la consecución de los fines de la organización.

Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, la asociación se entenderá efectivamente organizada en atención a la cantidad de sus miembros, su dotación de recursos y medios, así como su capacidad de planificación e incidencia sostenida en el tiempo. Cuando la asociación hubiere formado una persona jurídica o utilizado una existente, se podrá imponer, además, como consecuencia accesoria de la pena impuesta a los responsables individuales, la disolución o cancelación de la personalidad jurídica.”

9. Artículo 10 del PL: Modifica la ley N°NÚMERO 20.393 Establece la responsabilidad penal de las personas jurídicas en los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y delitos de cohecho que indica.
a) Su nombre por el siguiente: “Ley número 20.393. Establece la Responsabilidad Penal de las Personas Jurídicas en los delitos que indica.”

b) En el inciso primero del artículo 1º, la expresión "en el artículo 27 de la ley Nº19.913", por “en los artículos 136, 139, 139 bis y 139 ter de la Ley General de Pesca y Acuicultura, en el artículo 27 de la ley Nº 19.913”.

_______________________

� Texto PL aprobado en General (pág.83 comparado):


72) Pesca ilegal: actividad pesquera extractiva efectuada en aguas bajo la jurisdicción nacional o en alta mar, sea utilizando o no embarcaciones nacionales o extranjeras, en contravención a la normativa pesquera nacional vigente o a aquella establecida por organismos regionales o internacionales de los cuales Chile es parte. También se considera como pesca ilegal el uso de recursos hidrobiológicos contraviniendo la normativa nacional vigente en las actividades de transformación, elaboración, transporte, almacenamiento y comercialización de recursos hidrobiológicos o productos derivados de éstos.”


� Texto aprobado por Comisión de Intereses Marítimos Pesca y Acuicultura (no modificada por C.de Constitución ni Hacienda) (pág.83 comparado):


72) Acreditación del origen legal: acto por el cual el dueño, el poseedor por sí o por otra persona, o el mero tenedor de recursos hidrobiológicos y sus productos derivados, demuestra que la captura, cosecha, procesamiento, elaboración, transporte, almacenamiento o comercialización, así como en la adquisición, posesión o tenencia a cualquier título, según corresponda, ha dado cumplimiento a la normativa pesquera o acuícola nacional y los tratados internacionales vigentes en Chile, de acuerdo al procedimiento, condiciones y requisitos que establezca el Servicio por resolución fundada.


El dueño, el poseedor por sí o por otra persona y el mero tenedor de recursos hidrobiológicos y sus productos derivados, deberán acreditar su origen legal.


Todos los lotes de los productos de pesca y acuicultura, deberán ser trazables desde la captura, cosecha o importación, hasta la fase de la venta al por menor.


El armador, el titular de la planta de proceso, el elaborador, el productor y el comercializador deberán conservar como mínimo durante cinco años los documentos que acrediten el origen de la pesca que conforma los lotes producidos o comercializados.”


�  ACUERDO SOBRE MEDIDAS DEL ESTADO RECTOR DEL PUERTO DESTINADAS A PREVENIR, DESALENTAR Y ELIMINAR LA PESCA ILEGAL, NO DECLARADA Y NO REGLAMENTADA y Plan de acción internacional de la FAO para prevenir, desalentar y eliminar la pesca ilegal, no declarada y no reglamentada, Roma, 2001.


�  ACUERDO SOBRE MEDIDAS DEL ESTADO RECTOR DEL PUERTO DESTINADAS A PREVENIR, DESALENTAR Y ELIMINAR LA PESCA ILEGAL, NO DECLARADA Y NO REGLAMENTADA�.  Artículo 1. Letra c) por “pesca” se entiende la búsqueda, captura, recogida o recolección de peces o cualquier actividad que pueda dar lugar, previsible y razonablemente, a la atracción, localización, captura, extracción o recolección de peces ;letra e) por “pesca ilegal, no declarada y no reglamentada” se entienden las actividades mencionadas en el párrafo 3 del Plan de acción internacional de la FAO para prevenir, desalentar y eliminar la pesca ilegal, no declarada y no reglamentada, de 2001, en adelante “pesca INDNR”:





� Párrafo 3 del Plan de acción internacional de la FAO ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA AGRICULTURA Y LA ALIMENTACIÓN)  para prevenir, desalentar y eliminar la pesca ilegal, no declarada y no reglamentada, Roma, 2001 � HYPERLINK "http://www.fao.org/docrep/003/y1224s/y1224s00.HTM" �http://www.fao.org/docrep/003/y1224s/y1224s00.HTM�











